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Los cambios en el lenguaje

El lenguaje es dinámico, va cambiando con el tiempo, el momento,
la latitud y otra serie de aspectos. Palabras que hace pocos decenios
tenían un significado van adquiriendo otras connotaciones y también
su contenido dependerá de la entonación con que se dicen e,
incluso, de la expresión facial. Un ejemplo ilustrativo en Chile es la
palabra “huevón”, que en el pasado era un término eminentemente
grosero y ofensivo, pero que en la actualidad pasó a ser de uso
corriente, de tal forma que ya es aceptado incluso como normal en
las teleseries. Aún más, tiene tantas acepciones orales y faciales que
se puede usar despectivamente (“huevoncito”) o en forma hiriente,
con rabia1. Lo propio ocurre con la palabra “huevá” o “wea”2, como
aparece en los “Twitter”, o el verbo “huevear”. Alguien podrá señalar
que se atrofia el lenguaje, en especial si se escucha hablar a los
jóvenes escolares, que usan ambas palabras en un porcentaje
sorprendentemente alto de su intercambio verbal. Sin embargo, el
deterioro ocurre principalmente cuando deben utilizarlo por escrito,
donde son vencidos por la ausencia de sinónimos. Además, debe
considerarse la influencia del cambio tecnológico y el uso del inglés
en la vulgarización del idioma.

Una institución tan conservadora como la Real Academia Española
de la Lengua también ha sido derrotada por los nuevos términos y
ha tenido que aceptar este dinamismo del lenguaje, de manera que
en su tradicional “Diccionario de la Lengua Española” ha ido
aceptando las nuevas acepciones de las palabras e incorporando
otros términos, de tal manera que progresivamente va tomando
características de diccionario de sinónimos, además de agregar un
segundo tomo a su habitual grueso volumen único.

1 El “Diccionario de uso del español en Chile”, de la Academia Chilena de la Lengua,
entrega dos acepciones a la palabra: “tonto, que es poco inteligente o se comporta
como tal” o que “se usa frecuentemente como forma de tratamiento entre personas
de confianza”, MN Editorial Limitada. 2010. 965 págs.

2 En este lenguaje no se usa el acento.

Informe 1157
Política 01/09/2014

públicos
asuntos

.cl

Novedades

01/09/2014
Política
Lucro, ganancias y codicia

28/08/2014
Sociedad
El impacto de los medios de
comunicación: El caso de
Puente Alto y dos reportajes de
investigación. Parte II

21/08/2014
Sociedad
El impacto de los medios de
comunicación: El caso de
Puente Alto y dos reportajes de
investigación. Parte I

14/08/2014
Política
La amistad en tiempos de
Facebook

07/08/2014
Economía
Etiopía: El pueblo que camina
desde el subdesarrollo

01/08/2014
Política Sectorial
Cooperación Regional. Por una
Agenda Constructiva para el
Desarrollo

Acerca de

Este informe ha sido preparado
por el Consejo Editorial de
asuntospublicos.cl.

©2000 asuntospublicos.cl.
Todos los derechos reservados.

Se autoriza la reproducción, total
o parcial, de lo publicado en este
informe con sólo indicar la
fuente.

Acerca de



Página 2 de 601/09/2014
©2003 asuntospublicos.cl

Informe N° 1157
Lucro,  ganancias y codicia

Política
públicos
asuntos

.cl

La irrupción del “lucro”

En el lenguaje actual, uno de los términos más utilizados es el “lucro”. Sin embargo, aparte de su
connotación negativa, la palabra se usa con contenidos muy imprecisos, pero todos ellos asociados a la
malignidad.

Para intentar alguna precisión, se puede partir por el citado “Diccionario”, que señala que lucro es “la
ganancia o provecho que se saca de algo”, lo cual es bastante inocente desde el punto de vista ético. Sin
embargo, la clave puede estar en sacar provecho, beneficiarse de algo o alguien. Aquí surge el fenómeno
del abuso, característico de la sociedad chilena actual, en que el sujeto de la acción de sacar provecho es el
que presta un servicio, el cual puede estar en distintos ámbitos: la educación, la salud, la vivienda, los
servicios financieros, las farmacias y, muy especialmente, el comercio o “el retail”, en términos modernos.
Las expresiones concretas son variadas, encabezadas por La Polar; el acuerdo entre las grandes cadenas
de farmacias y los laboratorios; los créditos CORFO y con aval del Estado (el CAE), las AFP, en fin, el
ciudadano abusado por aprovechadores poderosos. Cuando las situaciones se repiten y extreman surgen
las legítimas resistencias y también las simplificaciones en el análisis.

Estas acciones han ido generando un difundido sentimiento de rechazo al abuso, que se expresa en el
repudio a quienes “lucran” en la sociedad. Uno de los sectores en que se ha concentrado la reprobación es
el endeudamiento en la Educación Superior, particularmente serio por la falta de alternativas del
estudiantado y el alto costo de la formación terciaria que se traduce en elevados aranceles. Así se empieza
a cuestionar la “mercantilización” de la sociedad, causada por el neoliberalismo como su fuente ideológica.
El repudio a considerar la educación como un “bien de consumo”, tal como lo calificó el Presidente Piñera, y
no como un derecho social, agudizó los conflictos.

Uno de los argumentos más poderosos invocados es la norma legal que establece que las universidades
deben constituirse como entidades que no tienen fines de lucro, en el sentido que los excedentes que
generen deben dedicarse a los fines educacionales de la corporación y no repartirse a sus propietarios
como un beneficio. Sin embargo, en una contradicción notoria, esta condición no se estableció para las
otras instituciones, como son los institutos profesionales y centros de formación técnica3, lo cual ha dado
origen a variadas situaciones anómalas, que al menos vulneran el espíritu de la ley.

Por otra parte, existen entidades que poseen dos y tres sociedades que permiten transferencias ilegítimas
entre ellas, de manera de obtener los beneficios que se cuestionan. Lo más grave ocurre con algunas
universidades que quebrantan la ley efectuando dichos traspasos a empresas de su propiedad. Esta
situación se ha venido repitiendo por más de un cuarto de siglo y ha sido permitida hasta ahora por la falta
de acción de los sucesivos gobiernos.

3 En la creencia que estimularía su crecimiento, aunque ello se logró con la incorporación de las ayudas estudiantiles en la forma de
créditos y becas.
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Rechazo generalizado

El rechazo al lucro se extendió a todos los niveles del sistema educacional y pasó al centro de la discusión,
con ocasión del proyecto de ley enviado tempranamente por el Gobierno de la Presidenta Bachelet, que
“Regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en
establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado”.

El primer aspecto polémico dice relación con la caracterización de los planteles, cuando se indica que “en
las últimas dos décadas se han abierto cerca de 2.000 establecimientos particulares subvencionados, de los
cuales más del 85% tiene una estructura jurídica que les permite tener fines de lucro. De ese porcentaje,
un 90% corresponde a sostenedores que son dueños de un solo establecimiento”. Se indica que el
crecimiento del sector particular subvencionado habría ocasionado la reducción del porcentaje de la
matrícula de la educación pública, en circunstancias que tal derivación no está comprobada y responde a
un fenómeno muy complejo, aunque en definitiva la percepción general es que los privados son de mejor
calidad y mayor disciplina.

Además, entre los fundamentos del proyecto de ley se agrega que “las movilizaciones sociales de los
últimos años pusieron de manifiesto el problema del crecimiento descontrolado de los establecimientos con
fines de lucro, impulsaron la necesidad de concebir la educación como un derecho social y no como un bien
de consumo y cuestionaron que el extraer utilidades sea un incentivo de los sostenedores privados que
quieren proveer educación, más aún en un contexto de recursos siempre escasos para el proceso
educativo”. El aspecto más cuestionable de esta afirmación es que se fundamenta en las “movilizaciones
sociales” y no en las opiniones y estudios realizados por especialistas educacionales, en conclusiones del
Ministerio de Educación, de las Facultades de Pedagogía, en recomendaciones de misiones de la ONU o
comisiones parlamentarias, sino en la ahora sacrosanta “la calle”.

El argumento reconoce que en la discusión de la Ley General de Educación en 2007, la exigencia a los
sostenedores fue que los establecimientos estuvieran organizados como personas jurídicas con giro
educacional de carácter exclusivo y se rechazó que lo fueran sin fines de lucro. El proyecto intenta
argumentar que los planteles privados entregan una calidad educacional de peor calidad que los públicos,
pero la abundante información entregada en el debate posterior no ha sido conclusiva al respecto, en
especial por la mala calidad de muchos establecimientos municipales y los desniveles entre los privados, lo
que impide comparaciones objetivas entre ambos, aparte de resaltar la urgencia en adoptar políticas de
mejoramiento del sector público.

Es claro que una ley se modifica con otra ley, por lo tanto es necesario examinar la nueva propuesta.

Destino de los recursos estatales

De acuerdo al proyecto de ley, la entrega de recursos estatales supone que “no pueden ser utilizados para
fines que no sean educacionales”, de manera tal que se “asegure que cada peso que los chilenos y chilenas
deciden entregar a un particular para la educación sea destinado, íntegra y exclusivamente, a dicho fin”. El
objetivo buscado es que “los sostenedores estén motivados a invertir el total de los recursos disponibles en
los procesos de aprendizaje y su mejora, evitando que la búsqueda de excedentes vaya en merma de la
calidad educativa”.
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El aspecto clave estaría entonces en definir los componentes de estos excedentes que constituyen el
“lucro” y que no formarían parte de la calidad de la educación. Para estos efectos conviene centrar la
atención en dos elementos principales: la renta de los edificios y la remuneración del emprendedor.

La propiedad de los inmuebles ha sido un tema que ha concentrado parte de la polémica, pues existe la
creencia que por la vía de pagos excesivos de arriendos, algunos sostenedores desvían parte de la
subvención hacia fines no educacionales, “lucrando” indebidamente, para lo cual el proyecto, aparte de
otorgar el plazo de dos años para constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro, establece otro
plazo de 12 años para que “cumplan con el requisito de ser propietarios del inmueble en el cual desarrollan
su actividad educativa”, o la transfieran al Estado.

La propiedad estatal de los establecimientos creó la alarma entre los “propietaristas”, en especial por la
mención del alto monto que el Gobierno anunció que destinaría para estos efectos, en un equivocado
“gesto para la galería” que intentó el oficialismo. Lo más sabio es que el Gobierno hubiera ofrecido una
línea de crédito subvencionado de largo plazo para la compra de los establecimientos, a través de la
CORFO o el BancoEstado. En todo caso, para evitar el sobrepago de arriendos puede establecerse un límite
sobre el valor de la propiedad a la cual se imputa.

El otro aspecto más complejo es la remuneración del emprendedor o de los ejecutivos si se trata de un
sostenedor con varios establecimientos, de giro únicamente educacional. En la gran mayoría de los casos,
se trata de educadores que poseen un solo colegio o escuela, en que los ingresos son tan limitados que
difícilmente pueden tener una alta rentabilidad y, si la logran, sería gracias a su buena gestión educativa,
por la cual tendrían esa mayor remuneración.

Si se trata de varios establecimientos que han declarado no tener fines de lucro y, por lo tanto, no pueden
“tercerizar” ni establecer copagos, y son muy eficientes o tienen economía de escala, por lo cual operan
con bajo costo, lo natural es que los excedentes potenciales se transfieran al personal ejecutivo y al
profesorado por la vía de mayores remuneraciones, o a mejoras en la infraestructura.

En esta materia, el perverso “lucro” ha llevado a perseguir a muchos fantasmas, además de los auténticos
malandrines.

La ciudadanía y “la calle”

Cuando se considera que las manifestaciones estudiantiles (“la calle”) representan la voz de la ciudadanía,
se pueden cometer serios errores políticos. Es enteramente cierto que las marchas tuvieron el mérito de
volcar la atención sobre una serie de temas, problemas y carencias que existen en la sociedad chilena;
sumaron distintas expresiones de la desigualdad y los abusos existentes; pero también es claro que
responden a diferentes e incoherentes intereses que se agrupan y dispersan con igual facilidad,
dependiendo de la profundidad y permanencia de cada conflicto. Los problemas del crédito universitario
son muy diferentes a los del costo de la energía en Magallanes, las cuotas de pesca de Aysén, el multirut o
los matrimonios homosexuales.
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El mérito del movimiento estudiantil fue poner en relevancia problemas serios y relevantes que ha
arrastrado el país y reiterarlos desde 2001, hasta el extremo de cambiar la agenda política de Chile. Sin
embargo, eso no significa que represente a la ciudadanía, la cual se expresa fundamentalmente en los
procesos eleccionarios, bajo el principio que cada persona tiene los mismos derechos, cada voto tiene el
mismo poder, el cual es delegado tanto en la Presidencia de la República como en el Parlamento, por
muchas imperfecciones que tenga el sistema binominal pero, en definitiva, ese es el fundamento de la
Democracia, es la defensa popular frente a los poderosos, no de quien grita más fuerte.

Una ilustración de lo anterior surgió con los resultados de la encuesta del CEP, de aceptación tan general
hace pocos meses y ahora cuestionada por algunos segmentos de opinión, especialmente referentes al
tema de la educación4.

En general, las respuestas de los encuestados no coinciden mayoritariamente con las afirmaciones
contenidas en el proyecto de ley. Por ejemplo, ante la pregunta si el Estado debiera financiar a las escuelas
y liceos municipales y a los colegios particulares subvencionados o solamente a los primeros, el 63%
respondió que a todos y el 30% que solo a los municipales. Por otra parte, a la pregunta “¿Qué le parece
que los colegios particulares subvencionados, además de entregar educación, generen ganancias a sus
dueños?”, el 49% respondió que “le parece bien, siempre y cuando tengan un nivel educacional bueno y los
padres estén informados”. Por el contrario, el 42% expresó que “le parece mal que se obtengan ganancias
y debiera estar prohibido por completo”5.
Particular interés tiene la pregunta “¿Qué entiende usted por lucro en la educación?”. La respuesta con
mayor frecuencia es “ganancia de los dueños”, con un 39%; seguida por “ganancia excesiva”, el 29%; y
“ganancia que perjudica la calidad de la educación”, 24%; lo cual confirma la connotación negativa del
término, aunque debe hacerse la salvedad que las tres alternativas presentadas al entrevistado tienen ese
contexto, ya que no se presentan otras opciones de respuesta6. En todo caso se confirma que el término
lucro tiene un sentido negativo.

Lucro y codicia

La evolución del lenguaje hace que la palabra “lucro” deba asimilarse más bien a la de “codicia”, que
significa “afán excesivo de riqueza”, y que representa una motivación claramente presente en algunos
segmentos de la sociedad chilena y en los incentivos que promueve el neoliberalismo para guiar la
conducta humana.

En ese sentido debe diferenciarse del término y significado de “ganancia”, que es la retribución legítima
de un factor productivo que interviene en los procesos de elaboración, tanto de un bien físico como de un
servicio, sea la educación, como la salud o la actividad artística.

4 Los reproches se han centrado en que algunas preguntas de esa sección fueron mal planteadas o redactadas, lo cual puede ser cierto
en algunos casos; sin embargo, en su conjunto ofrecen bastante consistencia.
5 Como lo ha señalado Sergio Micco, es cuestionable que en la última encuesta del CEP no se haya repetido la pregunta hecha en junio-
julio de 2011 “¿Está Ud. de acuerdo o en desacuerdo con que los colegios, escuelas y liceos tengan fines de lucro?”. En esa ocasión  el
16% se manifestó de acuerdo y el 80% en desacuerdo con el lucro, con un 4% NS/NC. La misma pregunta en relación  a las
universidades dio iguales porcentajes con un masivo rechazo. Es muy probable que con el debate de los últimos meses el resultado
habría sido similar, lo cual respalda el cuestionamiento de la sección educación  del último estudio de 2014.
6 Un 8% no sabe o no contesta y el 1% dio otra respuesta espontánea.
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Todo tipo de actividades requieren ser realizadas en forma eficaz y eficiente, sea un negocio tradicional
como aquellos que tienen fines altruistas, religiosos o laicos; o que persigan objetivos sociales. Eso se
observa en numerosas acciones en que interviene el Estado con diferentes fundamentos, principalmente
mediante subsidios: construcción de viviendas sociales; concesiones de obras públicas, cárceles y
aeropuertos; actividades artísticas; hospitales y universidades.

Lo anterior no obsta para que el Estado cumpla también con eficiencia su labor reguladora, especialmente
importante en el sector educacional, donde se presentan con mayor intensidad las carencias en tareas,
donde además, dada su naturaleza, ocurren abusos, imperfecciones, desigualdades y asimetrías de
información, las que se constituyen el terreno fértil para la codicia o el lucro en su nuevo significado
criollo. De ahí, surge la necesidad y obligación de imponer normas y controles.


